
Universidad Nacional 
Autónomo de México 

Facultad de Derecho 

PROBLEMAS DE INCONSTITUCIONALIDAD EN LA 
PRACTICA DEL SERVICIO SOCIAL UNIVERSITARIO 

Tesis Profesional 
Que para obtener el título de 

LICENCIADO EN DERECHO 

Presento 

México D. F. 



UNAM – Dirección General de Bibliotecas Tesis 

Digitales Restricciones de uso  

  

DERECHOS RESERVADOS © PROHIBIDA 

SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL  

Todo el material contenido en esta tesis está 

protegido por la Ley Federal del Derecho de 

Autor (LFDA) de los Estados Unidos 

Mexicanos (México).  

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y 

demás material que sea objeto de protección 

de los derechos de autor, será exclusivamente 

para fines educativos e informativos y deberá 

citar la fuente donde la obtuvo mencionando el 

autor o autores. Cualquier uso distinto como el 

lucro, reproducción, edición o modificación, 

será perseguido y sancionado por el respectivo 

titular de los Derechos de Autor.  

 



Ií4DICE 

I NTRODUCC ION 

c:N>IlU.O PRIK:m: ANTECEDENTES DEL SERVICIO SOCIAL 

J: ·EPOCA COLON 1 AL 

II LA INFLUENCIA DEL LIBERALISMO 

m LAS PROPUESTAS DE SERVICIO SOCIAL ESTUDIANTIL 

IV EL PROYECTO VELARDE 

CAPITULD SEG.tlOO: DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS DEL SERVICIO SOCIAL 

J: 

ll 

LA REFORMA DEL ARTICULO QUINTO CONSTITUCIONAL 

LA LEY DE PROFESIONES 

J:II OTRAS DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS DEL SERVICIO 

SOCIAL 

r.APITIJ..O lERCERO: CONCEPTOS SOBRE EL SERVICIO SOCIAL 

J: OBL 1 GATDRI EDAD 

ll DURABILIDAD 

m RETRI BUTI B 1 LI DAD 

IV PRO FES 1ONAL1 DAD 

V INCIDENCIA 

VI COMP ROBAS 1 L 1 DAD 

3 

5 

8 

10 

13 

18 

20 

22 

28 

29 

29· 

31 

33 

35 



2 

. CAPITll.O <lJARTO: PROBLEMAS DE INCONSTITUCIONALIDAO EN LA PRACTICA 

DEL SERVICIO SOCIAL 

l: VIOLACIONES AL ARTICULO QUINTO CONSTITUCIONAL 36 

II VIOLACIONES AL ARTICULO TERCERO CONSTITUCIONAL 49 

III VIOLACION A LA COMPETENCIA LEGISLATIVA ESTATAL 50 

IV VIOLACION A LA GARANTIA DE TRANSITO 52 

V VIOLACIONES AL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL 54 

VI VIOLACION A LA PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD DEL 

IMPUESTO 61 

VII VIOLACION A LAS GARANTIAS DE LEGALIDAD 66 . 

CONCLUSIONES,- 68 

REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS, 70 



IHTRODUCCION 

El Servicio Social de los estudiantes es una actividad que indudabl!:_ 

mente tiene para las universidades una importancia relevante. En 

buena medida, la labor de servicio para con la comunidad, que las 

respectivas leyes orgánicas imponen a las instituciones de educación 

superior, es realizada a través de los pasantes de cada profesión, 

cuando ejecutan los trabajos que se les exigen como Servicio Social, 

para obtener el t'ítulo y los cuales, en los mejores casos, van di r.!. 

gidos a pro11Pver mejoras en grupos de miembros de la sociedad y a 

la vez, producen :indi rectanente mejoras académicas en los pasantes, 

aunque en proporción elevada no se cumplen los dos objetivos. 

Mucho se puede decir para justificar la existencia del Servicio So­

cial desde los puntos de vista sociológico o académico, pero para la 

especialidad del Derecho es de esperarse un análisis jurídico de tal 

práctica. Al escoger el tema para la realización de la tesis de li­

cenciatura, e irse integrando el temario, fueron apareciendo las con 

tradicciones existentes entre la práctica del Servicio Social estu­

diantil y la Norma Constitucional, lo que llevó a proponer el traba­

jo con el título que ostenta. 

Se consideró conveniente iniciar el estudio por un resumen de todos 

aquellos hechos que pudieran ser antecedentes históricos de la prá_s 

tica del Servicio Social, para pasar posteriormente a explicar las 

disposiciones vigentes que reglamentan tal actividad. Fue necesario 



a juicio del autor, desarrollar un capitulo en el cual se describie­

ran algunas prácticas definiendo las caracterlsticas principales, y 

se dieran algunas estadísticas, aunque breves, para proporcionar -

una visión general de la actividad, con la cual pudiera a continua­

ción plantear las inconstitucionalidades que se detectaron. 

Se considera que este tra~ajo, no obstante su reducido tamaño, ha 

resultado lo suficientemente completo, para presentarlo como a con­

tinuación aparece. 



CAPITULO PRIHERO 

ANTECEDENTES DEL SERVICIO SOCIAL 

1.- Epoca Colon lal: 

El ordenamiento de Alcalá de 1348, estableció que las leyes debían -

cumplirse siguiendo un orden de prelación que consideraba a Las Par­

tidas como el derecho vigente apl !cable, para el caso de deficiencia 

en las otras leyes, que debían tener preferencia según señalaba. Es 

ta disposición fue confirmada en las Leyes de Toro de 1505 y por Car 

los V en 1530, subsistl'endo en la Nueva Recopilación de Leyes de In­

dias de 1567 y en la Novísima Recopilación de 1805( 1 ). 

Las Partidas son un amplio conjunto de leyes, del cual con relativa 

facilidad puede percibirse su espítiru, debido a que en cada ley se 

indican las razones de su mandato. A~í, la Introducción "Qual deue 

el Rey ser comunalmente a todos. los de su Señorío, la Ley 1 "Que --­

quier dezir Pueblo" y la Ley 11 "Como el Rey deue amar, e honrrar, e 

guardar a su Pueblo" del Título X, Partida Segunda y la Ley VII 

"Quantas cosas ha de mirar el que quisiere fazaer limosna" del Títu­

lo XXIII de la Partida Primera (1), establecían la obligación de Jos 

súbditos de ayudarse unos a otros para que pudieran bien vivir y la 

del soberano de otorgarles las mercedes que entendiera les fueran ~ 

nester. 

Por lo dicho anteriormente, son Las Partidas el antecedente más remo-
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to de leyes escritas aplicadas en la Nueva España, cuyo contenido pu.=_ 

de relacionarse con deberes impuestos a gobernantes y gobernados, con 

objeto de promover ayudas a los miembros de la sociedad menos favore­

cidos. 

Se encuentran antecedentes del Servicio Social también, en las corrle!!. 

tes Humanistas del Siglo XVI, entre cuyas ideas, respecto del papel de 

las personas que poseían más Instrucción, Juan Luis Vives en su Trata­

do de la Enseñanza, publicado en 1531, expresa: 

"Los que desempefiamos la misión de aconsejar, debemos dedicar 

nuestro celo y nuestra vigilancia al pueblo, del mismo modo 

que antes se consagraba sólo a los príncipes. Tal es el re­

sultado de todos los estudios y éste el el fin que nos cumple 

alcanzar. Puesto que hemos adquirido unos conocimientos, 

r.uestro deber es utilizarlos y ponerlos al servicio de la co­

munidad11(2). 

Como consecuencia del descubrimiento de América, fueron dictadas nu~ 

rosas normas que buscaban proteger a los naturales en sus personas y 

bienes, por considerarlos grupos de individuos en desventaja, poco f!!_ 

vorecidos y por tanto, merecedores de la protección real. Esta tradi 

ción de Tutela Jurfdica en favor de los indios se inició con los Reyes 

Católicos, que fueron sus benefactores, habiendo señalado Incluso la 

Reina Isabel en su testamento, la obligación de sus vasallos para que 

manejaran suavemente a los Indios y se abstuvieran de las injurias y 

malos tratamientos con los cuales frecuentemente eran molestados, co­

rrespondiendo esta disposición a la Ley 1, Título X, Libro Sexto de 

la. Recopl lación de Leyes de Indias ( 3). Para el objeto de nuestro -
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trabajo, a conti:luación señalaremos algunas disposiciones contenidas 

en la Recopilación mencionada (3), que imponían obligaciones a los -

súbditos españoles en beneficio de los naturales: 

1.- Los indios debían ser favorecidos y amparados por las Justicias 

Eclesiástica y Seculares (Lib. VI, Tít. 1, Ley 1) y cada Audien­

cia tenía un abogado y un procurador de indios (Lib. IV, Tít. VI, 

Ley ll I). 

2.- Los Virreyes y Audiencias debían informarse si son mal tratados 

los indios y castigar a los culpables (Lib. VI, Tít. X, Ley 111), 

con mayor rigor que en otros casos semejantes (Lib. VI, Tít. X, 

Ley XXI). 

3,- La autoridad judicial debía participar en la venta de propiedades 

de Jos indios para vigilar que las condiciones no fueran lesivas 

a éstos (Lib. VI. Tít. 1, Ley XXVI 1). 

4.- Se estableció "Que Jos Encomenderos doctrinen, amparen y defien­

dan a sus in~ios en personas y haciendas" (Lib. VI, Tít. IX, Ley 

1) y que el buen tratamiento de ellos fuera de forma que no dej~ 

ran de serví r y ocuparse (Lib. IX, Tít. X, Ley 11). 

Desde luego, estas normas no son las únicas que guardan relación con 

las disposiciones para protección de indios, pero consideramos pueden 

ser las mas representativas. 

Otras normas de Derecho Indiano, que podemos asociar con los antece­

dentes del Servicio Social, lo constituyen aquellas que ordenaban el 

establecimiento o reglamentaban el funcionamiento de hospitales y ho~ 

picios, tanto para españoles como para indios, las relacionadas con -
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el recogimiento de los verdaderos pobres, entre las cuales podemos -

señaiar las contenidas en Lib. 1. Tít. 111, Ley XVI 1; Lib. 1, Tít. 

IV, Leyes 1, IV y X; Lib. 1, Trt. XXI 11, Leyes XI, XI 1, XIV, XVI 1 y 

XIX,todas estas de la Recopilación de Indias; Bando de 5 de m~yo de 

1774 del Virrey Antonio de Bucarell y Ursúa y el Bando de 25 de ju­

nio de 1806 del Virrey José de lturrigaray; Lib. VII, Tít. XXXIX, 

Leyes XIV y XXIV de la Novísima Recopilación y la Instrucción de A.!. 

cabalas de 1793 (4). 

Por ser muy ilustrativo de la corriente de la época, transcribimos 

una parte del 11Prospecto de Nueva Fonna de Gobierno PolTtlco y Econó 

mico del Hospicio de Pobres en Méjico": 

"Si los hombres reunidos en sociedad no socorrieran mutuamente 

sus necesidades, sería el centro del desorden, y no podría s~ 

sistir; pero como ningíjn particular por sí solo pueda remediar 

todas las de los pobres del pueblo, la sociedad, como única --

que puede soportar sobre sus hombros esta carga, los socorre 

en los hospicios y casas de misericordia, que sostiene con sus 

limosnas los individuos de todos los órdenes del estado, o las 

contribuciones que seftala la autoridad pública para su dota-­

ci6n •••• " (4). 

11.- La Influencia del Liberalismo: 

A finales del siglo XVIII, la Nueva España recibió una fuerte lnflue!!. 

cia del liberalismo, que posteriormente produjo cambios radicales, -

tanto políticos como sociales, en el seno de su sociedad. Las ideas 

1 iberales crearon una conciencia de igualdad en los Individuos, que -
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secundariamente propiciaron el rechazo a toda imposición de trabajos 

en beneficio de otros iguales. Debido a estas ideas, aún a princi­

pios del siglo XX, no estaba definido el papel que debían desempeñar 

las personas con preparación superior, en relación a las necesidades 

sociales y en consecuencia, los profesionistas no estaban obligados 

en fonna alguna, a aportar su trabajo para la resolución de los pr~ 

blemas de la comunidad que en aquella época se conocían (5). 

La Constitución de 1857, asimiló al Derecho Mexicano la disposición 

de la Constitución Norteamericana, de prohibir las servidumbres In­

voluntarias, dejando fuera de Ja ley la posibilidad de obligar a -­

prestar trabajos personales, sin justa retribución y sin pleno con­

sentimiento (44). Con base en este principio de libertad de traba­

jo se dieron casos de personas que obtuvieron sentencias favorables 

en juicios de amparo que Impedían el que fuesen obligados a ingresar 

al Servicio Militar. Dado que se consideró que la sociedad no podría 

existir si los Individuos que la forman no estuvieran obligados a -­

prestar según su condición y capacidad los servicios públicos que son 

Indispensables para hacer efectiva la justicia, para conservar el or­

den y la paz, para facilitar el progreso y engrandecimiento de la na­

ción, y para reprimir todos los atentados que contra ella, o contra -

sus leyes o autoridades, pudiera caneterse (46), se hizo necesario 1112, 

di ficar el Artículo 5º de la Constitución de 1857 y se establecieron 

servicios obligatorios, de los cuales se consideraban algunos como re 

tribuidos, aunque entonces escapó al CQnstltuyente Permanente de 1898 

hacer obligatorios los Servicios Profesionales de índole social, mis­

mos que no fueron considerados tampoco por el Constituyente de 1917 -
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en la Norma Fundamental, aunque se propusieran en los debates, los 

correspondientes a los cargos judiciales ( 51)' y por lo tanto la -

Constitución Federal de 1917 conservó la tendencia liberal, a que 

hicimos referencia anteriormente, pues estable ció que los i nd i vi -

, i.JOS no podían ser obligados a prestar trabajos personales sin su 

consentimiento, salvo el trabajo impuesto en una sentencia judi--

cial, o los servicios públicos de las armas, los jurados, los ca!. 

gos concejiles y los de elección popular, así como las funciones­

electorales (7). 

111.- Las Propuestas de Servicio Social Estudiantil: 

Uno de los primeros personajes que int.entó cambios buscando la par-

ticipación de los profesionales en los problemas sociales fue Justo 

Sierra, quien siendo Secretarlo de Instrucción Pública y Bellas Ar 

tes sostuvo en 1910 que la educación superior y el ejercicio de las 

profesiones no debían permanecer al margen de las necesidades socia 

les y de la problemática del país y señaló que en los tiempos pasa­

dos nuestra Máxima Casa de Estudios había muerto por no estar acor-

de a la marcha de la sociedad, por carecer de una base sólida que 

la nutriera de elementos capaces de realizar los altos estudios y 

que no debTa haber muerto, sino debía haberse transformado para que 
' 

su acción se extendiera sobre el país entero (6). Fue así que la 

Universidad fue reabierta, aslgnandole una tarea con contenido 

fundanental social. 
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En el año de 1929, el Director de la Escuela de Derecho, impuso con 

apoyo de las Autoridades de la Universidad, exámenes semestrales e~ 

crltos en lugar de los exámenes finales de carácter anual, lo que -

generó una reacción estudianti 1 que desencadenó el movimiento Pro­

Autonomía Universitaria, junto con ataques a los licenciados Narci­

so Bassols, Antonio Castro Leal y Ezequiel Padilla, Director de la 

Escuela de Derecho, Rector de Ja Universidad y Secretario de Educ~ 

cl6n, respectivamente (8). E 1 4 de jun.io de 1929, Ezequiel Padi J la 

compareció por instrucciones del Presidente Emilio Portes Gil a la 

Cámara de Diputados, para justificar la solicitud del Presidente de 

ser autorizado para legislar con facultades extraordinarias y así -

reglamentar Ja Autonomía de la Universidad Nacional de México. En 

el discurso que dirigió a los diputados el Secretario de Educación, 

aseveró que las clases Intelectuales habían estado siempre divor­

ciadas de los intereses del pueblo y Ja Revolución y señaló que la 

Universidad no había realizado la investigación requerida sobre 

problemas nacionales, lo cual debía remediarse mediante Ja Ley que 

se pedía autorización de emitir. La intervención del licenciado -

Ezequiel Padll la fue tomada por los estudiantes del Directorio de 

Huelga del Movimiento Pro-Autonomía Universitaria como una agre­

sión, sobre todo, porque sostuvo ante los diputados, que los estu­

diantes mexicanos conocían la realidad de Jos países de los auto­

res de libros que estudiaban, pero no conocían la vida del pueblo 

y que llegaban al extremo de estudiar la historia de México en tex 

tos extranjeros. Como resultado de esta comparecencia el Poder E­

·Jecutivo fue facultado a expedí r la Ley de Autonomía y formuló un 
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proyecto, que fue publicado (9 ). 

Dentro del período de consulta que se abrió para reclbl r los coment!_ 

rlos de las personas Interesadas en el proyecto de Ley mencionado, -

se escucharon muchas opiniones, dentro de las que encontramos la de­

bida a Don Alfonso Caso, publicada el 25 de junio de 1929 en el pe­

riódico El Universal, en la cual advertía: 

"Una Universidad sostenida en gran parte con el difiero del 

pueblo, no debe ni puede crear profesionales para el solo 

provecho de los individuos que reciben esta educación, si­

no que el impartir la cultura profesional con fondos del 

Estado, solo puede justificarse si el profesienal va a de 

vol ver más tarde en forma de acción social" 

El 28 de junio de 1929 en un documento dirigido al Presidente Portes 

Gil, el Directorio del Consejo de Huelga Estudiantil presentó sus ob 

jeclones al proyecto de Ley de la Autonomía y en el hace entre otras, 

las siguientes manifestaciones: 

"La clase estudiantil ha sido objeto de claros ataques 

por> parte de elementos que podían y debían haber> col2_ 

bor>ado en la labor de orientaci6n, pero que se han re 

ducido única y exclusivamente a acusarla de retr>asada 

en el desenvolvimiento social de México y de divorci!!_ 

da de los anhelos de reivindicación social del pueblo" 

( 10 ). 



En ese estado de cosas, td mismo día, los estudiantes hicieron la 

propuesta de que se implantará el Servicio Social obligatorio, como 

mejor demostración del revolucionarismo de la clase estudiantil. 

Según lo proponian, este Servicio Social debía ser un requisito i~ 

dispensable para que los estudiantes que terminen su carrera puedan 

obtener el titulo profesional y debía consistir en prestar servicios 

gratuitos por ·dete·rminado número de meses, en favor de las clases -

productoras y de la nación (10). 

Hacia 1934, el Servicio Social de los universitarios era voluntario, 

siendo los propios estudiantes los que ?removían su aceptación en -

di versas dependencias de 1 Es ta do como 1 a Beneficencia Púb 1 i ca ( 11). 

En 1936, siendo Director de la Facultad de Medicina de la Universi­

dad Nacional Autónoma de México el Dr. Gustavo Saz, se estableció 

el Servicio Social obligatorio para los estudiantes de esa Facultad, 

como requisito previo a la titulación y esta medida también fue ado.e. 

tada por otras Escuelas de Medicina en el pals (1 2 ). 

El 3 de septiembre de 1936, el diputado Héctor Serdán inicia infruc 

tuosamente una modificación al artículo quinto constitucional, pro­

poniendo que su texto fuera como sigue: 

"Nadie podrá ser obligado a prestar servicios personales 

sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento, 

salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad ju-



dicial, el cual se ajustara a lo dispuesto en las frac­

ciones I y II del articulo 123, y el que imponga el Re­

glamento de Servicio Social, entendiéndose que el trab~ 

jo prestado corno servicio es considerado como de interés · 

p11bHco" ( 6~ ) • 

En 1938, los estudiantes proponen nuevamente, como apoyo naclonali~ 

ta a la expropiación petrolera, la implantación de un Servicio So­

cial no remunerado, en favor de la nación (12), 

Al año siguiente, ocupando.entonces la Rectoría de la Universidad 

Nacional Autónoma de México el Dr. Gustavo Baz, promueve una Asa!!! 

blea de Profesionistas, en la cual se vuelve a proponer el establ~ 

cimiento del Servicio Social de los estudiantes y de los profesio­

nistas. 

IY.- El Proyecto Velarde: 

En el año de 1939, el médico Adán Velarde, hizo suyo un proyecto de 

Ley Reglamentarla para el Ejercicio de las Profesiones, que fue fo_!: 

jada durante una Asamblea de Profesionistas convocada par la Unive_!: 

sldad Nacional Autónoma de México y lo presentó como Iniciativa de 

ley, aprovechando que en ese año desempeñaba funciones de diputado 

al Congreso de la Unión. Entre las Ideas sobresalientes de la Ini­

ciativa se contemplaba una federalización de la materia de profes!~ 

nes y la obligatoriedad de prestación de Servicio Social para estu­

diantes y profesionales del área técnico cientffica, Por comodidad 

y para facilitar la exposición identificaré a esta Iniciativa de -



15 

ley como Proyecto Velarde, mismo que fue turnado por el pleno de 

la Cámara de Diputados a la Comisión de Educación, para su estudio 

y dictamen ( 13). 

El 30 de noviembre de 1939, la Comlsi n de Educación presentó al -

pleno de la Cámara de Diputados el di tamen correspondiente al Pr~ 

yecto Velarde, apoyando la expedición de la Ley Reglamentaria para 

el Ejercicio de Profes iones Técnico-Ci ntfficas, pero haciendo pe­

queñas modificaciones al proyecto orig nal. Del dictamen, reprod.!:!_ 

clmos a continuación algunas partes, p r ser Indicativas del ánimo 

de la comisión responsable: 

"El proyecto se presenta sin ocul arse que cuando nuestras 

instituciones sufran la transfo ación profunda y comple~ 

ta a la cual todos aspiramos, la perfecta socialización y 

estadización de las profesiones er!l. su resultado inmedia 

to , ,," 

"Este proyecto obliga a los profes· onistas y estudiantes, a 

prestar servicio social a las col ctividades, como justa 

correspondencia de la instrucción recibida por el Estado, 

de donde se deduce la necesaria r forma del artículo 5° de 

la Constitución • , . " 

"Este servicio permitir!!. una mejor istribuci6n de profesi9,_ 

nistas , , • " 

Después de leido el dictamen al pleno se cordó que se distri·buye-



16 

ran coplas del mismo para facilitar la discusión ( 13). 

El 8 de diciembre de 1939, Intentando salvar la objeción de incon~ 

titucional idad del proyecto que había presentado anteriormente, -

Adán Velarde presentó al pleno una propuesta de reforma de los ar­

tículos 4°, 5º, 73 fracci6n XYN y 121 fracción V de la Constitución 

PolTtica de los Estados Unidos Mexicanos, a Jo que se resolvió tu!. 

nar la propuesta a la Comisión de Puntos Constitucionales para su -

estudio y dictamen (14), 

En la misma sesión entr6 a discusión en Jo general el Proyecto Ve­

larde. El diputado Hern~ndez Delgado lo objetó por considerar que 

implicaba graves excepciones a los principios de libertad de traba 

jo y libertad de asociación, sin que estos argumentos fueran los 

decisivos en el desechamlento del proyecto, Luego José Agu(lar y 

Maya combatió el Proyecto Velarde por pretender una federalfzaci6n 

del control de las profesiones y subestimar las necesidades de con­

trol por parte de los Estados en esta materia y resaltó lo absurdo 

que resultaba expedir a sabiendas una ley tnconstltucional de la'i!!! 

portancla de la que se discutfa, Con estos argumentos el Proyecto 

Velarde fue retirado de la discusión ~asta tener resultados de la 

Reforma Constitucional que se había propuesto por Adán Velarde en ~ 

la misma reunión (14}, 

La propuesta de la Reforma Constitucional no fue siquiera discutida 

en la Camára de Diputados, pues al siguiente ailo, entrd en funciones 

1 
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una nueva Legislatura que no trató el asunto en 1940 (6 2). 

Como el Estado tenia necesidad de disponer de los suficientes re­

cursos humanos calificados que ayudaran a cumplir con su obliga­

ción de proporcionar determinados servicios a la población, se 

propició que se tramitara la Reforma Constitucional de 1941, 



CAPITULO SEGUNDO 

DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS DEL SERVICIO SOCIAL 

1.- La Refonna del Artículo Quinto Constitucional: 

En el mes de enero de 1941, el Presidente Avila Camacho solicitó a la 

Comí si ón Permanente de 1 Congreso de 1 a Un Ión que convocara a un pe rí.9,. 

do extraordinario de sesiones, para tratar diversos asuntos entre Jos 

cuales se señalaba Ja Reforma Constitucional a los artículos 4º, 5º y 

121. El 25 de febrero de ese año se dió cuenta con la iniciativa al 

pleno de la Cámara de Diputados y se resolvió remitir la propuesta a 

la Comisión de Puntos Constitucionaes en turno (15). 

La exposición de motivos de la Reforma Constitucional de 1941, al tra 

tar lo relativo al Servicio Social dice textualmente: 

"En lo concerniente al artículo 5°, la reforma aquí 

propuesta se reduce a aumentar en la lista de tra­

bajos obligatorios, pero siempre retribuidos en -­

los términos y con las ex~epciones que establezcan 

las leyes, el correspondiente al Servicio Social -

:le los profesionales, asimismo, se han añadido a -

las funciones obligatorias y gratuitas las relati­

vas a los censos" ( 15). 



19. 

En la discusión de esta Reforma Constitucional, que se llevó a cabo 

el 21 de Marzo de 1941, se objetó Ja federal ización de la materia -

de profesiones, mas no el aumento a la 1 ista de trabajos obligato-­

rios. Es decir, hubo diputados que hablaron en contra de la Refor­

ma del artículo 4º, pero todos aceptaron Ja que correspondía al 5° 

constitucional y aunque la r.eforma fue aprobada por mayoría sufí-­

ciente en Ja Cámara de Diputados y por Ja Cámara de Senadores, el 

21 de marzo y el 3 de abril de 1941 respectivamente, la mayoría de 

las legislaturas de Jos Estados no aprobó totalmente la reforma, 

pero aceptó las modificaciones al articulo 5° Constitucional ( 16 ). 

El 25 de septiembre de 1942, la Cámara de Diputados conoció del di~ 

tamen de Ja Primera Comisión de Puntos Constitucionales sobre el es 

tado final que guardaba la Reforma Constitucional antes dicha, la 

cual se debía solo realizarse en el artículo 5º, para decir en su 

segundo párrafo: 

"En cuanto a los servicios públicos solo podrán ser obli­

gatorios, en los términos que establezcan las leyes res­

pectivas, el de las armas y los de jurados, así como el 

desempeño a cargos concejiles y los de elección popular, 

directa o indirecta. Las funciones electorales y censa­

les tendrán carácter obligatorio y gratuito. Los servi 

cios profesionales de índole social serán obligatorios 

y retribuidos en los términos de la ley y con las exce.E_ 

cienes que é'sta señale" ( 16). 
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Esta modificación a la Norma Constitucional se completó por el decr! 

to del 13 de octubre de 1942, publicado en le Diario Oficial del 17 

de noviembre del mismo año. 

11.- La Ley de Profesiones: 

Fue el 10 de diciembre de 1943, cuando una comisión especial de dip~ 

tados asignada por el Bloque del Partido de la Revolución Mexicana, 

presentó al pleno de su Cámara una iniciativa de Ley Reglamentaria 

de los Artículos 4º y 5º Constitucionales, la cual se integró con 

parte importante del Proyecto Velarde. En el capítulo VII de la ini 

ciatlva se contemplaba lo referente al Servicio Social, tal como pu!:_ 

de leerse en la ley vigente, pues el 24 de diciembre de 1943, se a­

probó en la Cámara de Diputados por unanimidad y sin discusiones, -

esta parte de la iniciativa de la Ley de Profesiones y después pasó 

a la Cámara de Senadores donde fue aprobada al año siguiente. El 

Presidente Avila Camacho promulgó con ese texto la Ley Reglamentarla 

de los Artículos 4º y 5° Constitucionales, publicando el decreto de 

expedición de ley de fecha 30 de diciembre de 1944, en el Diario Ofi 

cial del 26 de Hayo de 1945 (18). 

Dentro de las disposiciones referentes al Servicio Social de esta -

Ley podemos señalar las siguientes: 

1.- Se considera como ejercicio profesional la realización habitual 

de actos o prestación de servicios propios de una profesión y 

se establecen profesiones que requieren para su ejercicio de t.!. 
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tulo y cédula. 

2.- Todos los estudiantes de las profesiones a las que se refiere la 

ley, así como los profesionistas no mayores de 60 años deben -­

prestar el Servicio Social. Para los estudiantes se establece 

como necesario haber prestado su Servicio Social para conseguir 

el registro de su título y obtener la cédula respectiva. 

3.- En la referida'Ley se define al Servicio Social, como Jos traba 

jos de carácter temporal y mediante retribución que ejecuten y 

presten los profesionistas y estudiantes en Interés de la sacie 

dad y del Estado, y establece que los planes de preparación pr~ 

fesional, según sea la naturaleza de Ja profesión y de las nec~ 

sidades sociales que se trate de satisfacer, exigirán a los es­

tudiantes de las profesiones a que se refiere esa Ley, como re­

quisito previo para otorgarles el título, que presten Servicio 

Social durante un tiempo no menor de seis meses ni mayor de dos 

años. 

También prevee que cuando el Servicio Social absorba totalmente 

las actividades del estudiante o del profesionista, la remuner2.. 

ción respectiva deberá ser suficiente para satisfacer decorosa­

mente sus necesidades (lB). 

Esta Ley fue reformada en 1973, pero el capítulo VII, relativo al -

Servicio Social permaneció intacto ( 7). 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos fue refor­

mada por decreto publicado el 31 de diciembre de 1974, el cual agr~ 
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pó las disposiciones del artículo 4º Constitucional referentes a la 

libertad de trabajo y a las profesiones en el artículo 5°, introdu­

ciendo un nuevo texto al artículo 4º, que no está relacionado con el 

objeto de esta investigación. Para adecuar a esta Reforma Constitu 

cional, otras disposiciones sufrieron cambios: en Ja Ley de 1945, 

entre ellos el nombre, el cual quedó como Ley Reglamentaria del Ar­

tículo Quinto Constitucional, aunque vale Ja pena señalar que en -­

esta ocasión no se hicieron cambios al Capítulo VI 1 de la Ley (7).-

Por lo que hace al Reglamento de la Ley mencionada, publicado en 

1945, podemos decir que aporta pocos elementos nuevos de los que so 

lo consideramos conveniente señalar los siguie'ntes: 

1.- Amplía lo estipulado por l_a Constitución y por la Ley al estable 

cerque el Servicio Social de los estudiantes quedara al cuidado 

y responsabilidad de las escuelas de enseñanza profesional, con­

forme a los planes de estudio. 

2.- El artículo 91 del Reglamento, reformado en 1975, señala que -­

Jos estudiantes y profesionistas trabajadores de la Federación 

y del Gobierno del Distrito Federal no estarán obligados a pre~ 

tar ningún Servicio Social distinto al desempeño de sus funcio­

nes (7). 

111.- Otras Disposiciones Reglamentarlas del Servicio Social: 

Además de las normas ya comentadas, existen disposiciones diferentes 

a ellas que guardan relación con el Servicio Social, por Jo que a -
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continuación haremos un breve resumen en el cual señalaremos tal re­

lación: 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece que 

corresponde a la Secretaría de Educación Pública el organizar y pr~ 

mover acciones tendientes al pleno desarrollo de la juventud y a su 

incorporación a las tareas nacionales, estableciendo para el lo sis­

temas de Servicio Social, centros de estudio, programas de recrea­

ción y de atención a Jos problemas de Jos jóvenes (20). 

La Ley Federal de Educación señala que Jos beneficiados directamen­

te por los servicios educativos deberán prestar Servicio Social, en 

Jos casos y términos de las disposiciones reglamentarias correspon­

dientes y que en éstas se preveerá Ja prestación del Servicio Social, 

como requisito previo para obtener título o grado académico (21 ). 

La Ley Nacional de Educación para Adultos indica, que los estudian­

tes que participen voluntariamente en los centros de promoción y as;:_ 

sería de educación para adultos, por el tiempo que para la realiza­

ción del Servicio Social establecen las disposiciones legales aplic_!! 

bles, tendrán derecho a que se les acredite dicho servicio (22). 

En el Acuerdo por el que se Establecen las Bases para la Prestación 

del Servicio Social Educativo por Alumnos de Educación de Tipo Medio 

Superior y de Tipo Superior, se señala como obligación de las insti­

tuciones de educación de tipo medio superior y tipo superior elabo-
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rar un plan de Servicio Social Educativo, en el que deberán partlc.!, 

par sus alumnos como asesores, a los cuales se les tendrá por acre­

ditado el Servicio Soclal, en los términos de este acuerdo, cuando 

presten servicios de promoción o asesoría de educación general bási 

ca para adultos (23). 

El Acuerdo que establece los requisitos que deberán llenar las Ins­

tituciones Expedidoras de Títulos Registrables del Distrito Federal, 

seftala que las Escuelas deberán organizar la documentación necesa­

ria para integrar los expedientes de registro de título y expedl-­

ción de cédula, entre las cuales deben estar las constancias que! 

crediten la prestación del Servicio Social ( 2 ~). 

La .Ley Federal de Reforma Agraria establece en favor de los ejidos 

y comunidades, un derecho de preferencia a recibir los servicios de 

los pasantes de carreras universitarias y técnicas que presten Ser­

vicio Social, obligando a las instituciones de enseñanza superior y 

las dependencias oficiales que intervengan a la prestación de dicho 

servicio a tomar en cuenta esta prioridad (25). 

La Ley General de Salud establece la sujeción del ejercicio de las 

profesiones y de las actividades técnicas y auxiliares y de las es­

pecialidades para la salud a las bases de coordinación entre autor.!. 

dades educativas y autoridades sanitarias y a las mismas disposicl.2_ 

nes de esa Ley; y que todos los pasantes de las profesiones para la 

salud y sus ramas deberán prestar el Servicio Social en los términos 
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de las disposiciones legales aplicables en materia educativa y de -­

las de esta Ley. 

También señala que Ja operación de Jos programas en los estableci--­

mientos de salud, se 1 levará a cabo de acuerdo a los lineamientos es 

tablecidos por cad~ una de las instituciones de salud y lo que dete_!:. 

minen las autoridades sanitarias competentes; y ordena el estableci­

miento de mecanismos de coordinación entre las autoridades de salud 

y las educativas, con la participación que corresponda a otras depe~ 

dencias competentes. En el Ja se indica que el Servicio Social de -­

los pasantes de las profesiones para la salud, se 1 levará a cabo me­

diante la participación de Jos mismos en las unidades aplicativas de 

primer nivel de atención, prioritariamente en áreas de menor desarr.9_ 

llo económico y social; y finalmente señala que la Secretaría de Sa­

lubridad y Asistencia y los Gobiernos de las entidades federativas, 

en sus respectivos ámbitos de competencia, con Ja participación de -

las Instituciones de educación superior, elaborarán programas de ca­

rácter social ~ara los profesionales de Ja salud, en beneficio de Ja 

colectividad, de conformidad con las disposiciones legales aplicables 

al ejercicio profesionaJ(26), 

En el Reglamento para la Prestación del Servicio Social de los Estu·· 

. di antes de las Instituciones de Educación Superior en la República -

Mexicana, se dispone lo siguiente: Se establecen y fijan los _line~ 

mientas del Servicio Social de los estudiantes de las instituciones 
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de educación superior en la República Mexicana, los cuales deberán 

prestarlo con carácter temporal y obligatorio como requisito pre­

vio par.a obtener el título o grado académico que corresponda. Se 

establecen 480 horas como el tiempo mfnillXl del Servicio Social. 

En este Reglamento se considera que el Servicio Social de los est.!!_ 

diantes tendrán por objeto: el desarrollar en el prestador una CO!!_ 

ciencia de solidaridad y compromiso con la sociedad a la que pert!:_ 

nece; convertir esta prestación en un verdadero acto de reciproci­

dad para con la misma, a través de los planes y programas del sec­

tor público; y contribuir a Ja formación académica y capacitación 

profesional del prestador del Servicio Social. También dispone que 

Ja Se'é:retarfa de Educación Pública promoverá que las instituciones 

de edücación superior de l'il Repúb 1 ica Mexicana, integren a sus pi~ 

nes y programas académicos las acciones correspondientes al Servi­

cio Social y señala que la prestación de este servicio por ser de 

naturaleza social no podr§ emplearse para cubrir necesidades de ti 

po laboral o institucional, ni otorgará categoría de trabajador al 

prestador del Servicio; establece una preferencia al Servicio So­

cial que se derive de los planes y programas que establezca el Ej~ 

cutlvo Federal y que contribuyan al ?esarrollo económico, social y 

cultural de la Nación. 

En este reglamento se ordena la Integración del Sistema Nacional -

del Servicio Social y la elaboración de un Plan General de Servicio 

Social. Como consecuencia de este Reglamento se dió la Constltu-
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clón del Fideicomiso Fondo Nacional para Servicio Social de Estu-­

diantes de Instituciones de Educación Superior (27 y 28). 

La Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del 

Dlstri to Federal considera que los pasantes de derecho pueden pres­

tar Servicio Social en los Juzgados Civiles, siempre y cuando hayan 

sido asignados por el Pleno del Tribunal y este último, determinará 

los requisitos que deban satisfacer los pasantes de derecho para -

cumplir con su Servicio Social adscritos a los Juzgados de Primera 

Instancia y el número de pasantes y juzgados de adscripción, le s~ 

ñalará sus derechos y deberes y podrá facultarlos para practicar n.2. 

tificaclones personales, con excepción de emplazamientos a juicio. 

De hecho se les considera como Secretarios Actuarios con facultades 

1 imitadas (2 9). 

También consideramos la conveniencia de hacer una breve referencia, 

al acuerdo por el que se creó la Comisión Coordinadora del Servicio 

Social de Estudiantes de las Instituciones de Educación Superior en 

1978, aunque ha sido abrogado por el Reglamento para la Prestación 

del Servicio Social de los Estudiantes de las Instituciones de Edu­

cación Superior en la República Mexicana, porque fue esa disposi-­

clón la que dió vida a la mencionada Comisión, que sigue funcionan 

do ahora con base en el Reglamento señalado (38). 



CAPITULO TERCERO 

CONCEPTOS SOBRE EL SERVICIO SOCIAL 

Al abordar este tema se ha considerado conveniente señalar cada uno 

de los elementos esenciales del Servicio Social, en lugar de inten--

tar una definición, que en el mejor de los casos tendrá objeciones. 

Por esto apuntamos a continuación algunas consideraciones sobre Jos 

elementos principales del Servicio Social, procurando que estos sean 

fiel reflejo de la práctica actual: 

1.- Obligatoriedad: 

Este elemento del Servicio Social se deriva de la necesidad de su pre!. 

taclón previa para poder obtener el título y la cédula, que la ley 

señala como requisitos para ejercer la profesión. 

Las actividades con las cuales el estudiante debe cumplir con su SeI_ 

vicio Social se corisldera deben estar contenidas, según Ja Ley de Pro 

fes iones, en los Planes de Estudio, por lo que no se terminará en teo 

ría la carrera, hasta haber cumplido con este requisito. 

El reglamento de la Ley Reglamentaria establece una excepción a Ja 

' obligatoriedad de la prestación del Servicio Social, en favor de los 

funcionarios y empleados de la Federación y del Departamento del Dis 

tri to Federal, Jo cual se opone a lo programado en los Planes de Es­

tudio, para algunos profesionalesC31), 
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11.- Durabilidad: 

Según lo dispone la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional. 

el Servicio Social debe prestarse en un mínimo de 6 meses y un máxi­

mo de 2 años. Esta norma no es clara, pues podría interpretarse en 

el sentido que una persona dedicando poco tiempo cada semana alo lar 

go de 6 meses, cumplirá con este requisito. Por Jo anterior el Re-­

glamento para la Prestación del Servicio Social de los Estudiantes -

de las Instituciones de Educación Superior en la República Mexicana, 

hace una interpretación al respecto de Ja duración l!el Servicio So-­

cial, al señalar que debe abarcar cuando menos 480 horas de trabajo, 

lo que equivale aproximadamente a un trabajo de medio tiempo durante 

6 meses. 

Respecto a esta característica de durabi 1 idad, es claro que cuando -

el Servicio Social se ha realizado por menos de 6 meses, debe recha­

zarse. Cuando el Servicio Social ha durado más de 2 años, en la prá;: 

tica, también se rechaza, aunque debía ser Jo contrario, al conside­

rar que la obligación no solo se cumplió, sino que el cumplimiento -

fue en exceso(31). 

111. - Retribut ibil i dad: 

Por el Servicio Social que se presta debe cubrirse le al prestador al 

guna cantidad que Jo remunere, aunque la ley no señala quien debe 
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cumpllr con esta contraprestación. 

Sobre quien efectuará las remuneraciones hay que entender que no las 

podrán absorver Jos directamente beneficiados, por carecer de recur­

sos en el caso de los sectores marginados, y la relación jurídica que 

existe entre el estudiante y el Estado, presenta que el deber del es 

tudiante de realizar el Servicio Social implica una remuneración y 

el derecho del Estado de exigirlo, implica el deber de remunerarlo. 

Esta es Ja característica más crítica, pues por un lado, se obliga a 

la prestación del Servicio Social, impidiendo la conclusión de los es 

tudios, partiendose de Ja base que tal trabajo no será una forma de 

explotación, pues habrá una retribución, pero en la realidad, los e~ 

tudi antes prefieren terminar su Servl cio Social bajo las condiciones 

que sean, aún sin pago; pues encontrar un programa de Servicio Social 

con una verdadera retribución es muy difícil y reclamar por los medios 

adecuados el pago de las prestaciones derivadas de su participación 

en los programas de Servicio Social, los 1 levará a retrazar la con-­

clusión de sus estudios y como consecuencia la no obtención de su tí 

tuJo(32 ). 

Los datos reportados hasta 1983, para la zona Metropolitana, indican 

que el 46.68% de los estudiantes reciben algún pago al prestar un Se.!:_ 

vicio Social y que el 53.33% no obtiene contraprestación alguna(3 7). 

Resulta muy ilustrativa al respecto, la dáusula Décima del Convenio 
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de Coordinación que para la realización del Servicio Social firmaron 

la Comisión del Servicio Social de los Estudiantes de las lnstitucio 

nes de Educación Superior, COSSIES y Ja Universidad Nacional Autóno­

ma de México, la cual dice: 

"La COSSIES convendr~ con las Dependencias y Enti­

dades de la Administración Pública Federal donde 

el prestador lleve a cabo su Servicio Social, el 

otorgamiento de una ayuda econ6mica en el caso de 

que estén en posibilidad de proporcionarla, qve le 

permita cubrir sus necesidades mínimas durante la 

prestación del mencionado servicio"( 36). 

Actualmente la Comisión Coordinadora del Servicio Social de los Estu 

diantes de las Instituciones de Educación Superior,. COSSIES, otorga 

becas por la prestación del Servicio Social y Ja percepción de Jos -

a!U1111os puede ser de Diez Mi 1 o Veinte Mi 1 pesos aproximadamente se­

gún el programa ( 33) 

IV.- Profesionalidad: 

Los trabajos que se real icen deben estar coritenidos en el perfi 1 de 

la carrera del estudiante, para que exista una Identificación de las 

actividades a desarrollar con el campo profesional. 

Esta necesidad se encuentra establecida en la Ley.de Profesiones, al 
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lndl car que los pianes de preparación profes ion al , según sea 1 a natu 

raleza de Ja profesión y de las necesidades sociales que se trate de 

satisfacer, exigirán a los estudiantes que presten el Servicio So--

clal ( 18). 

En el Reglamento de_ Prestación del S~rvicio Social de los Estudian-­

tes de .las Instituciones de Educación Superior en la República Mexi­

cana se refuerza esta consideración, al establecer como objetivo del 

Servicio Social el contribuir a la formación académica y capaclta-­

clón profesional del prestador del Servicio Social (2 7). 

Aunque éste es e 1 ,,,¡ dea 1 a 1 que debí a tenderse, se debe cons i de ra r que 

existen muchos programas de Servicio Social que no guardan relación 

alguna con las actividades propias de algunas profesiones. Ante es-

te problema, pocas Instituciones de Educación Superior han intentado 

frenar Ja prestacl6n del Servicio Social en programas no Identifica­

dos con Ja profesión, oponiendo cuando es posible el principio de A~ 

tonomra Universitaria o seffalando en su reglamento de Servicio Social 

las actividades que autoriza la Institución Educativa para tal actl­

vidadC34). 

Una situación que ha resultado positiva es que con el fin de garant.!_ 

zar que los trabajos sean efectivamente profesionales se ha estable-

ciclo como requisito, el procentaje de créditos necesarios en un ran­

go del 60% al 100%, siendo el 70%· el pro~dio< 37 ); y en el Reglamen-

tri para la Prestación del Servicio Social de los Estudiantes de las 
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Instituciones de Educación Superior en Ja República Mexicana se exi­

ge para los estudiantes en programas dependientes del Ejecutivo Fede 

ral el 70% de los créditos. No obstante lo anterior,algunas institu · 

cienes de Educación superior apoyan con sus pasantes el Plan Nacio-­

nal de Educación para Adultos, el Plan de Registro Nacional de Arch..!_ 

vo, y e 1 lnventari o de Recursos B i b 1 i ográf i cos y 1 as un i ve rs i dades -

no impiden definitivamente Ja prestación del Servicio Social de sus 

alu11J1os en estos programas, por no corresponder al área de la espe-­

cial idad de sus alurmos< 11?>. 

V. - lncidenci a: 

El Servicio Social debe ser de índole social, tal como lo señala la 

misma Constitución. En la Ley Reglamentarla del Artículo 5° Consti­

tucional, se establece que debe ser en interés de la Sociedad y del 

Estado, intersección de intereses que a nuestro juicio carece de sen 

tido, pues todas las metas del Estado, en teoría, deben identlficar­

>e con las de la Sociedad. 

Como señalé anteriormente, en la misma Ley Reglamentaria, el Servicio 

Social debe estar identificado a través de los Planes de Preparación 

Profesional con las necesidades sociales. 

El hecho de que las Instituciones de Educación Superior quedaran como 

responsables del Servicio Social, hizo que éstas buscaran además de 

la finalidad social, una utilidad académicá compatible con la prime-
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ra, por lo que consideraron que no solo debía ser una actividad des­

tinada a resolver 1 as ne ce si dades colect 1 vas, si no también, un impo.!:. 

tante instrumento de preparación académica, donde se lograra una in­

teracción entre la teoría y la práctica, y se pudieran valorar la -­

apl icatlvldad de los conocimientos adquiridos en las aulas y labora­

torios; por lo cual se consideró que debe ser un complemento id6neo 

a la fonnación profesional de los estudiantes que busque el blenes-­

tar de la socledad(32). 

Independientemente a que el Servicio Social se debía constituir en un 

buen instrumento educativo y de vinculación de los universitarios con 

las necesidades del país y las soluciones que se Intentaban, también 

se concibió como un medio por el cual la Universidad podía ampliar -

sus fines y retribuir a la sociedad y a las estructuras que cumplen 

las funciones principales de ésta, los beneficios que recibe para el 

logro de sus objetivosC32). 

En oposición a los conceptos anteriores, la generalidad de las lnst.!_ 

tuciones de educación superior no se interesan por revisar el conte­

nido de los programas elaborados por el sec_tor públicoP 7>, aunque -

algunas si se preocupan por excluir a los particulares de la dispon.!_ 

billdad de recursos humanos derivados del Servicio SociaJC'+l). 

En cuanto a su orientación programática, las estadísticas de que di~ 

pone para el Distrito Federa(3 7), indican, que la quinta parte apro­

ximadamente de los estudiantes realiza el Servicio Social dentro de 
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su propia institución educativa, una décima parte se dirige al sec-­

tor social, y otra parte similar a los sectores estatal, municipal y 

privado. Alrededor del 65% es orientado al sector público federal. 

El 91.7% de los programas de Servicio Social se llevan a cabo en el 

área metropolitana y 8.2 al área rural. 

Al anal izar Jos sectores en que se desarrollan debemos tomar en cuen 

ta que 16.27% es el agropecuario, 14.05% en el industrial, 41.73% en 

el de servicios y 27.85% en el sector educativo. 

VI.- Collprobabi Ji dad: 

El Reglamento· de la Ley de Profesiones estableció, que quedarán al 

cuidado y responsabi 1 idad de las escuelas de enseñanza profesional y 

en el acuerdo que establece Jos requisitos que deberán llenar las lns 

tltuciones Expedidoras de Títulos Reglstrables del Distrito Federal, 

se señala que las escuelas deberán organizar la documentación neces! 

ria, entre la que deberá estar la constancia que acredite la presta­

ción del Servicio Social. 

Algunas Instituciones de Educación Superior con el objeto de ejercer 

una supervición y control sobre sus alumnos en Jos programas de Ser­

vicio Social, han establecido un .registro previo a Ja prestación y -

solicitan Informes de los trabajos reallzados(3t+), con lo cual pueden 

coordinar las actividades de sus estudiantes en buena medida. 



CAP 1 TULO CUARTO 

PROBLEMAS DE 1 N COHSTI TUC 1ONAL1 DAD 

EN LA PRACTICA DEL SERVICIO SOCIAL 

Como antes seftalamos, el objeto de este trabajo, es hacer el estudio 
0

de las inconstltucionalidades que se presentan en la práctica de.1 

Servicio Social Universitario, por lo que escapa de las metas del -

mismo el analizar su conveniencia o justlflcaci6n fuera de ese ámbl 

to. 

Para realizar el estudio que nos hemos propuesto, separamos las vi~ 

laciones constitucionales que intentamos describir, de acuerdo a ca 

da artfculo constitucional que resulta afectado. 

1.- Vlolaclones al Artículo Quinto Constitucional: 

Aunque las leyes deben redactarse de tal forma que no dejen duda s~ 

bre la voluntad del legislador, en el cuarto párrafo, In fine, del 

artículo 5º Constitucional se tiene un ejemplo de una dlsposlc16n 

que es necesario Interpretar jurldicamente para poder apreciar la 

fuerza y extens16n que ha querido darle el Constituyente Permanente. 

A contlnuac16n transcribimos el texto de la parte seftalada del Artfcu 

lo 5° Constitucional para facilitar su examen: 

"Los servicios profesionales de índole social serán oblig_! 
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torios y retribuidos en los términos de la Ley y con las 

excepciones que ésta seftale". 

De la simple lectura de esta disposición se desprenden una serie de 

interpretaciones, las cuales a continuación expondré: 

A. Los servicios profesionales son trabajos especial izados para 

los cuales se requiere alguna preparación o experiencia pre­

via. En el segundo párrafo del Artículo 5° Constitucional 

se estableció que la Ley determinara en cada Estado, cuales 

son las profesiones que necesitan tftulo para su ejercicio, 

las condiciones que deben llenarse para obtenerlo y las au­

toridades que han de expedirlo; con lo que se prohibe que.=_ 

jerzan alguna profesión, de las que requieren título, las 

personas que no lo posean, pues se intenta garantizar que 

el individuo que preste servicios profesionales tenga la ca 

pacidad necesaria. 

Debido a que no se indica explícitamente a quienes se impone 

la obligación de prestar los servicios profesionales de índ~ 

le social, debenx>s ten·er en cuenta que no podrán exigirse 

éstos, a personas que no estén preparadas y también debe con 

siderarse que una persona capacitada para realizar algún ti 

pode actividad profesional, que no cuente con el título que 

se requiere para su ejercicio, estará impedida por la misma 

Constitución para realizar tales servicios. 
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Luego, la Ley Fundamental no persigue hacer obl lgatorio a 

las personas que no poseen el tftulo, que real icen activid~ 

des que ella misma les prohibe y por lo tanto, es claro, que 

los estudiantes de profesiones reglamentadas en su ejercl-­

cio con el requisito del título, no deben realizar trabajos 

profesionales. 

Vale la pena insistir en la cuestión que la norma constitu­

cional es concreta, señala que los congresos locales deben 

indicar las profesiones que requieren tTtulo; fijadas éstas, 

sin lugar a dudas, se pueden clasificar todas las profesio­

nes que se ejerzan en algún Estado en solo uno de los dos -

grupos siguientes: las que no es necesario tener título pa­

ra ejercerlas y las que requieren el título. Las últimas -

solo pueden ejercerse cuando se ha cumplido el requisito de 

la obtención de tal documento. Podemos desprender de estas 

ideas, que los servicios profesionales de índole social a -

que se refiere e i' Artículo 5º Const ituclonal, solo pueden -

ser los que proporcionan aquel los individuos que pueden eje_!: 

cer coroo profesionistas por no requerir título para el eje!, 

ciclo de su profesión o aquellos que cuentan con el título 

cuando éste es requisito. 

Como corolario de esta parte de la exposición podemos sost.:_ 

ner que el Servicio Social de estudiantes de profesiones -­

que requieren título para su ejercicio, resulta inconstltu-
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cional, cuando es exigido por la autoridad al estudiante, -

colTX> requisito previo a la expedición del Tftulo Profesio-­

nal, pues esta excepción a la libertad de trabajo no fue -­

contemplada por el Constituyente Permanente según se despre~ 

de de lo expuesto. 

A mayor abºundamiento, y en apoyo del criterio antes sosten_!_ 

do, poderoos mencionar que la exposici6n de ITX>tivos de la Re 

forma Constitucional de 1941 solo mencionó a los profeslon~ 

les< 15), sin hacer referencia alguna de Jos estudiantes de 

las profesiones, para imponerles la obligación de prestar -

sus servicios. 

B. Podría inventarse una salida para evitar esta interpretación, 

al decir que no es la autoridad Ja que exige el Servicio S~ 

cial al estudiante, sino los planes de estudio de la insti­

tución educativa, pero al respecto debemos señalar, que es­

ta alternativa también resul-taría inconstitucional, pues es 

equiparable a exigir pago a los estudiantes en especie, me­

diante su trabajo, por los beneficio$ de la educación su~ 

rior que han recibido; lo que se opondría a lo dispuesto en 

Ja fracción VI 1 del Artículo 3° Constitucional, en la cual 

se establece que toda la educación que el Estado imparta s~ 

rá gratuita¡ y en consecuencia no debe esperarse .que a cam­

bio de la educación profesional alcanzada en organismos del 

Estado, se exi ¡a como contraprestación la obligación de pre_! 
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tar el Servicio Social. Además en Instituciones de educa-­

clón privadas en que se pagan colegiaturas altas, pierde --

sentido la retribución de la educación recibida en forma de 

Servicio Social. 

SI bien es cierto, que en la fracción siguiente del misllD -

artículo 3~ se establece que las universidades y las demás 

Instituciones de educación superior a las que la ley otor-­

gue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de 

' gobernarse a sf mismas y determinar sus planes y programas; 

esta libertad tiene como límite el contenido de la Constitu 

clón, a la cual no pueden oponer jurídicamente sus planes y 

programas. 

En consecuencia, las universidades e instituciones de educ.!!. 

ción superior dependientes del Estado Mexicano no pueden -­

exigir constitucionalmente, la prestación del Servicio So-­

clal a sus estudiantes. 

C. Debemos considerar. como trabajos de índole social aquellos 

que beneficlar§n a la colectividad, sin particularizar al-­

gún beneficiado directamente. Se asocian a los trabajos -­

profesionales que dirigen el Estado o sus organismos con el 

Servicio Profesional de índole social, ya·que la finalidad 

del Estado no debe ser otra que buscar el beneficio de la -

colectividad y no de indl vi duos en lo pa rt 1 cul ar. 



41 

Es por lo anterior que se considera que el Servicio Social 

que prestan Jos estudiantes de carreras profes lona les para 

particulares no está comprendido en el concepto "índole so­

cial", y por lo tanto debe considerarse lnconsti tucional, -

pues es claro que los fines de Jos particulares no se iden­

t 1 fl can si empre con los socia 1 es. De aceptarse 4u¡; 1 os se!. 

vicios profesionales prestados a particulares pueden consi­

derarse coiro servicios de índole social, equivaldría a de-­

clr que cualquier forma del ejercicio profesional es un Ser 

vicio Social. 

D. Respecto a los trabajos que pueden considerarse retribuidos, 

debellXls decir que la retribución es Ja contraprestación de­

bida por el servicio recibido. El monto de Ja retribución 

debe ser suficiente, de tal forma que con él se pague lo -­

que en realidad vale el servicio. 

Como anotamos en el capítulo anterior de este trabajo, un -

gran número de estudiantes que prestan el Servicio Social -

no reciben ninguna retribución, otra proporción elevada de 

los estudiantes recibe una beca o sueldo que ni siguiera al 

canza al salario mínimo general. 

A reserva de aclarar debidamente la cuestión, si suponemos 

que Ja Norma Constitucional acepta excepciones a Ja retribu 

ción, en Jo general debíamos pensar que efectuaría el pago 
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a Ja mayoría de los prestantes, lo cual no ocurre en la rea 

1 idad, y que alguna disposición indicaría las excepciones -

con base en 1 as cua J·es no se efectuará e 1 pago a una mi no-­

ría, lo cual tampoco se establece por ninguna disposición. 

El artículo 59 de la Ley de Profesiones, al indicar que si 

el Servicio Social absorbe totalmente las actividades del -

estudiante o del profesionista, la remuneración deberá al-­

canzar para satisfacer decorosamente sus necesidades, nos -

hace pensar en las siguientes Interpretaciones: 

1.- Los casos en que no se ocupen Ja totalidad de las acti­

vidades del prestante, no deben ser retribuidos y por -

Jo tanto son de las excepciones a la retribución de que 

habla Ja norma constitucional. 

2.- Los casos que no ocupen la totalidad de las actividades 

del prestante, pueden ser retribuidos, aunque no se ga­

rantiza que el llDnto de la retribución alcance para sa­

tisfacer sus necesidades y 

3.- El artículo señala wia regla, para que el pago corres-­

pondiente al servicio, cuando sea de tiempo completo, a..!_ 

canee para satisfacer decorosamente 1 as necesidades de 1 

prestante. y que cuando no sea de tiempo completo corre! 

· ponda a la parte proporcional. 
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Nos inclinamos a considerar como interpretación correcta la terce­

ra, pues con señalar jornadas ligeramente inferiores a 8 horas, 

ya no habría necesidad de retribuir a nadie en caso de optar por 

la primera o la segunda opción. 

Desde luego que el artículo 59 no fue correctamente redactado, se 

gún podemos apreciarlo de la necesidad de interpretación, pero 

más aún se notaría esta deficiencia si inquirieramos sobre el sig­

nificado de 11ocupar totalmente las actividades del prestador", lo 

que solo podemos entenderlo como una metáfora, ya que independien­

temente a su trabajo, toda persona tiene necesidad de real izar 

otras actividades. 

Del mismo artículo, nos queda por examinar lo que debemos entender 

por "satisfacer decorosamente sus necesidades". Caben aquí dos P.9, 

sibilidades: 

1.- Las necesidades a que se refiere el artículo anterior 

deben considerarse como 1 as de un jefe de fami 1i a. 

2.- Las necesidades a que hace mención el artículo que 

analizamos son únicamente individuales. 

Siguiendo el principio que se encuentra en la fracción VI 

del Artículo 123 Constitucional, sin lugar a dudas, debe 

considerarse el prestante en la hipótesis de la primera p~ 
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slbllldad. 

Por lo demás, la Ley no señala excepciones a la retrlbucl6n 

del servicio Social. Al revisar la doctrina, en relación al 

artículo 5º Constitucional; encontramos que el Dr. Ignacio -

Burgoa manifiesta: 

11 esta disposici5n constitucional proscribe 

todo trabajo gratuito, o sea, toda prestación 

de servicios que se realice sin la remuneración 

correspondiente. En vista de esta garantía de 

seguridad, el Estado no puede imponer al indi­

viduo ninguna labor que no sea retribuida, sa.!_ 

vo cuando se trate de las funciones electora-­

les y censales, las cuales deben desempeñarse 

·en forma gratuita, y cuya inejecuci6n, respec­

to de las primeras, se sanciona en los térmi-­

nos de la Fracción I del Artículo 38 constitu­

cional. Además de exigir que todo trabajo pe!, 

sonal sea remunerado, salvo la excepción con~ 

titucional indicada, el Artículo 5º de la Ley 

Suprema, en el p&rrafo transcrito, establece -

que al individuo que lo desempeñe debe otorg~ 

sele una justa retribución. Por tal se entien 

de toda remuneración que esté de acuerdo y en 

proporción con la naturaleza misma del servi--
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cio que se preste, así como, en consecuencia, 

con las dificultades de su ejercicio" (47). 

Los 11 tennlnos de la Ley", a que se hace referen.cla en el P! 

rrafo constitucional que analizamos, deben entonces estar -

dirigidos a Indicar como debe retribuirse el Servicio Social 

y los mecanlsms que deben segul rse para tal fin, pero la -

Ley no podrá fijar retribuciones que en realidad no lo sean, 

por no corresponder al precio real del trabajo exigido. 

Respecto a si la retrlbucl6n acepta Constitucionalmente ex­

cepciones, transcribimos a contlnuacl6n lo dicho por el Dr. 

Burgoa Orlhuela en su 1 ibro Las Garantlas Individuales: 

11 la libertad de trabajo está constituciona!_ 

merite asegurada por la terninante declaraci5n, 

contenida en el mismo artículo 5 , de que "Nadie 

podrá ser obligado a prestar trabajos persona-­

les sin la justa :retribución y sin su pleno co!!. 

sentimiento". 

Ahora bien, den~ro de las hipótesis limitativas 

a que se ha aludido, esta norma de seguridad d~ 

ja de ser operante. Así, el propio precepto, -

en el párrafo correspondiente que ya transcrib!_ 

mos, impone la obli.gatoriedad; mas no la gratu,!_ 
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dad, en lo que respecta a los servicios públi-­

cos de las armas, de los jurados, de los cargos 

concejiles y de los de elección popular directa 

o indirecta, así como a los profesionales de c~ 

rácter social; pero por lo que concierne a las 

funciones electorales y censales, éstas deben -

desempefiarse obligatoria y gratuitamen'te ••• 11 

Por otro lado, el Dr. Flor is Margadant, en el trabajo "El -

Servicio Social, El. derecho Existente y El Derecho que qui­

zá algún Día Exlstirá11 <31 >, considera que las excepciones a 

que se refiere el párrafo comentado, corresponden tanto a -

Ja retribución como a la obligatoriedad. 

Hemos decidido recurrir a una interpretación histórica de 

esta disposición ConstituclonaJ<4s), para exponer nuestra -

opinión del alcance de la expresión "excepciones que la ley 

señale": 

En la página 17 de este trabajo, se transcribió de la expos.!_ 

ción de motivos de Ja Reforma Constitucional de 1941, de Ja 

parte relacionada con el ArtTculo 5º que hizo obligatorios 

los servicios profesionales de índole social. En ella pue­

de notarse el calificativo "siempre retribuidos" que nos --

1 leva a interpretar e 1 al canee de 1 as "excepciones que seña 

le la ley" solo a la obligatoriedad. 
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Por esto, consideramos que el espfritu de la modificación -

·Constitucional de 1941, buscaba tan solo el que el Estado -

pudiera disponer preferenclalmente de 1-os recursos humanos -

más calificados, pero retribuyendo los servicios en todos -

los casos. 

Respecto a quien debe retribul r, consideramos que debe ser 

el Estado, pue's en caso de ser los beneficiados, equival--­

drfa el Servicio Social a una práctica profesional común. 

E. La última inconstituclonalidad derivada del Artículo 5° Cons 

titucional, que trataremos, se refiere al Artículo 91 del. -

Reglamento de la Ley Reglamentarla del mencionado precepto 

constitucional, pues en él se establece una excepción a la 

prestación del Servicio Social en favor de los funcionarios 

y empleados públicos, siendo que en la Ley no se Indica es­

ta prerrogativa. 

La última parte del párrafo 4º del Artículo 5° Constitucio­

nal establece que las excepciones a la obligatoriedad debe­

rán contenerse en la Ley, por Jo que el Constituyente está 

reservando a los Congresos Locales la facultad de señalar -

cuando debe establecerse una excepción a la obligatoriedad 

de prestación del Servicio Social. Además consideranx>s -­

oportuno señalar que la Suplema Corte de la Nación ha esta­

blecido la siguiente jurisprudencia: 
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"La facultad de reglamentar el Articulo 4° Con~ 

titucional (actualmente 5°) es exclusiva del P~ 

der Legislativo de los Estados o de la Uni6n y 

la reglamentaci6n que hagan las autoridades ad­

ministrativas, es anticonstitucional"( 4 ?) • 

Como puede notarse, de Ja exposición anterior se deriva la 

lnconstitucionalidad de las disposiciones que establecen el 

Servicio Social de los estudiantes de profesiones, como es 

el caso de Ja ley Reglamentaria del Artículo 5º Constltucl~ 

nal y su Reglamento, el Reglamento para la Prestación del -

Servicio Social de Jos Estudiantes de fnstttuciones de Edu­

cación Superior en la República Mexicana, Ja Ley Federal de 

Educación y la Ley General de Salud. 

Por otro lado, como solo son obligatorios Jos servicios pr~ 

fesionales, también resultan Inconstitucionales Jos que es­

tablecen como actividades de Servicio Social, las que no c~ 

rresponden a 1 a profes Ión de 1 prestador como es e 1 caso de 

la Ley Nacional de Educación para Adultos o el Acuerdo por 

el que se establecen las bases para la prestación del Ser­

vicio Social Educativo por alU1111os de educación de tipo He­

dio Superior y de Tipo Superior. 

La falta de pago justo, COllP contraprestación por el Servi­

cio Social, resulta también una práctica Inconstitucional, 



49 

según se desprende de lo que hemos expuesto anteriormente. 

11.- Violaciones al Artículo 3º Constitucional: 

Hencionaros anteriormente que en la fracci6n VI 1 del Artfculo Terce-

ro Constitucional, se~ala que toda la educación que el Estado Impar-

ta será gratuita, por lo que no puede establecerse ninguna obliga---

ción a cargo de los favorecidos por la educación, como pago de tal -

beneficio y en consecuencia el Servicio Social no debe ser retribu-

ci6n por ningún concepto. 

Independientemente, en el Artículo Constitucional comentado, la fra~ 

ción VIII, establece la Autonomía Universitaria para el gobierno y -

detenninacióo de los planes y programas de estudio de la Institución, 

y por lo tanto ninguna disposición de menor jerarquía puede ordenar 

que los planes y programas contemplen las actividades referentes al 
/ 

Servicio Social. Es libertad de la institución educativa autónoma -

la lncorporaci6n del Servicio Social en sus actividades, dentro del 

marco de la Constitución. No obstante,, la Ley de Profesiones y su -

Reglamento, el RÍ:!glamento para la Prestación del Servicio Social de 

los Estudiantes de las Instituciones de Educación Superior, la Ley -

Federal de Reforma Agraria, la Ley General de Salud, la Ley Federal 

de Educación y la Ley Nacional de Educación para Adultos han establ.!:_ 

cldo obligaciones a las instituciones autónomas en el manejo del Ser 

vicio Social de sus estudiantes. 
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Por ejemp.lo, la Ley de Profesiones señala que el Servicio Social de­

be estar contenido en los planes de estudio; la Ley General de Salud 

sujeta a las instituciones educativas a mecanisRDs de coordinación 

para la prestación del Servicio -Social de sus estudiantes y fija do!!_ 

de y como deben prestarlo los ah11111os, sin considerar el plan de es­

tudios.· 

Este tipo de disposiciones no deben tener fuerza para limitar la Au­

tonomía Universitaria, por tener ésta jerarquía constitucional. 

Otra violación relacionada con el Artículo 3° Constitucional, que 

trataremos es la que se deriva del Artículo 91 del Reglamento de la 

Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, al establecer la 

excepcl6n a la obligatoriedad de prestación de Servicio Social de 

funcionarios y empleados públicos, pues choca con la Norma Constit~ 

clona!, ya que si la institución educativa establece en sus planes 

de estudio actividades para cumplir el Servicio Social, entonces las 

excepciones del Artículo 91 no pueden ser válidas, o de lo contrario 

se afectaría J;¡¡ autonomía de las instituciones educativas. 

111.- Viol•cl6n a I• C011petencia Legislativa Estatal: 

El Artículo 124 de la Constituci6n Política de los Estados Unidos ~ 

xi canos, señala que las facultades que no están expresamente conced.!_ 

das por 1 a Const 1 tuci ón a los funcionarios federales, se entienden 
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reservados a los Estados. Conx> el Artículo 5º de la misma Constitu­

ción, no indica la naturaleza de la Ley que debe reglamentar los ser, 

vicios profesionales de índole social, es claro que corresponde a -­

los Congresos Estatales dictar las normas correspondientes • 

. En el presente trabajo henx>s señalado la existencia de normas federa 

les que Intentan reglamentar aspectos del Servicio Social, conx> la -

Ley Federal de Educación, la Ley General de Salud, la Ley Nacional -

de Educación para Adu.Jtos' y la Ley de la Reforma Agraria, lo. cual -­

viola lo establecido por el artículo 124 constitucional. 

Tambjén se realiza una invación de la competencia estatal con el Re­

glamento para Ja Prestación del Servicio Social de los Estudiantes -

de Instituciones de Educación Superior en la República Mexicana y el 

Acuerdo que establece las bases para la prestación del Servicio So-­

cial Educativo por alumnos de educación de tipo Hedlo Superior y de 

Tipo Superior. 

Esta violación sobre Ja competencia legislativa estatal incluso ha -

sido aceptada tác.ltamente por Jos Gobiernos de Jos Estados, pues to­

dos ellos han firmado convenios de Coordinación, cuyo_ alcance repre­

senta el 60% de las cartas de pasantes de Universidades Estatales Au 

tónomas< so). 

El Reglamento para Ja Prestación del Servicio Social de los Estudian 

tes de Instituciones de Educación Superior en Ja República Mexicana 
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adolece además del defecto de haber sido expedido por una autoridad 

que carece de facultades para reglamentar una Garantía Consti tucio-­

na 1, de acuerdo a 1 a Jurl sprudenci a de 1 a Suprema Corte de 1 a Nací ón 

transcrita en la página 47 y también porque dentro de las facultades 

del Presidente de la República, es necesaria una ley previa, para e~ 

pedir un reglamento que obedezca a esta última, de acuerdo a la Frac 

ción 1 del Artículo 84 Constitucional. De los párrafos anteriores -

cláramente puede establecerse que las mencionadas disposiciones fed~ 

rales han reglamentado una materia que no es de su competencia y por 

Jo tanto poseen un vicio de lnconstltuclonalidad. 

IV.- Vio1aci6n a Ja Garantía de Tránsito: 

Otro tipo de violación constitucional se realiza al exigir a los es­

tudiantes, principalmente a los del área de la salud, que presten su 

Servicio Social en localidades distintas al domicilio que poseen, con 

lo cual se pasa por alto Jo establecido en el Artículo 11° Constitu· 

cional, mismo que garantiza Ja libertad para establecer el domicilio 

de acuerdo a los intereses de cada Individuo. 

Esta violación tiene su antecedente en el Primer Convenio de Serví cío 

Social para Pasantes de Medicina, celebrado en 1936 entre la Univer­

sidad Nacional Autónoma de México y el Departamento de Salud Pública, 

actual Secretaría de Salud,donde se Indica que la Universidad ha im­

plantado en la Escuela de Medicina el Servicio Médico Social, que -­

consiste en exigir a los pasantes como requisito indispensable para 
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poder-presentar su examen de médico cirujano, una práctica de cinco 

meses en alguna población del país escogida entre los lugares donde 

no haya profesionistas legalmente titulados o donde se considere que 

son insuficientes los que ejercen para las necesidades de la pobla-­

ción<43). 

Aunque el Artículo 11º Constitucional establece que pueden señalar -

limitaciones a la garantía de establecimiento del domicilio y libre 

tránsito las leyes sobre salubridad general de la República, en nue.!_ 

tra opinión las limitaciones al derecho consagrado en este artículo, 

no pueden señalar la obligación para establecerse forzosamente en el 

lugar que determine la autoridad, sino solo para prohibir el estable 

cimiento en un determinado lugar. 

La Constituci6n de 1857, solo aceptada coro exepciones a la garantía 

de libre tránsito las derivadas de las legítimas facultades de la au 

toridad judicial o administrativa, en los casos de responsabilidad -

criminal o civi1< 46 ). En diciembre de 1916 coincidieron la instala 

ción del Constituyente que habría de aprobar la Constitución de 1917 

y una cuarentena que se impuso contra la Ciudad del Paso, Texa~ por 

haber ocurrido una epidemia en esa ciudad. La cu~rentena, de acuer­

do a Ja Constitución vigente entonces, era claramente inconstl tucio­

nal, por lo que el proyecto enviado por Venustiano Carranza a los -­

constituyentes, contempló la necesidad de estar en posibilidades de 

dictar medidas que salvaguardaran la salud pública, impidiendo el l.!. 

bre tránsito por el Territorio de la República<ss). En la 17a. se--
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s 1 ón ordl na rl a de 1 Congreso Constituyente ce lebrada e 1 19 de di ci em­

b re de 1916 se aprob6 por unanimidad de 156 v0tos y sin discusión pr! 

via el texto del ArtTculo 11° (56). 

Tomando en cuenta estos antecedentes y como en aquella época no se -

pensaba en hacer obligatorios los servicios profesionales de índole 

socia 1, podemos pensar que, menos aún se cons i der6 que e 1 texto de 

este artTculo sirviera para hacer trabajar fuera de su domicil lo a 

Jos profesionales en contra de su voluntad. 

V.- Violaciones al Artículo 123 Constitucional: 

La Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexicanos en su Artícu 

lo 123, establece Jos derechos mínimos que deben disfrutar los traba­

jadores, entre los que se considera que toda persona tiene derecho al 

trabajo digno y socialmente Otil, a una duración máxima para la jor­

nada de trabajo, al descanso del séptimo día, a las licencias por e!!!. 

barazo para las mujeres o por enfermedad, a un salario remunerador, 

a la participación de las utilidades de la empresa, al disfrute de -

vacaciones, a ser indemnizado por accidentes de trabajo o enfermeda­

des profesionales, acceso a la seguridad social, a la habitación có­

moda e higiénica y a someter los conflictos de trabajo a una autori­

dad competente entre otros. 

Los prestantes de Servicio Social, en Ja práctica carecen material­

mente de todos estos beneficios que por justicia les corresponden, al 
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no contarse con una legislación más explícita en la materia. 

El problema de la constitucionalidad de las condiciones de trabajo en 

que se.presta el Servicio Social, puede reducirse a determinar si los 

prestantes de Servicio Social son o no trabajadores. Desgraciadame!!. 

te la Constitución no define cuando debe considerarse que existe un,., 

contrato de trabajo, lo que nos lleva a revisar fo establecido en la 

ley reglamentaria del apartado A, del artículo del cual analizamos -

sus violaciones, para establecer si debe o no considerarse al pres~ 

tante de Servicio Social como trabajador. 

El Artículo 8 de la Ley Federal del trabajo define al trabajador co-

mo la persona física que presta a otra, física o moral, un trabajo -

personal subordinado. Para los efectos de esta disposlci6n, se en­

tiende por trabajo toda actividad humana, Intelectual o material, i!!_ 

dependiente del grado de preparación técnica requerido por cada pro­

fesi6n u oficio. 

Trueba Urbina critica ésta definición por considerar que la subordi­

nación no debe caracterizar el contrato de trabajo o relación laboral 

por lo que define en términos generales, trabajador a todo aquel que 

presta su servicio personal a otro mediante una remuneración (57). 

En el artículo 20 de la Ley Federal del trabajo se hace una defini­

ción de la relación de trabajo, considerándola como la prestación de 

un trabajo personal subordinado a una persona, mediante el pago de 
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un salarlo. Además el artículo 21 de la misma Ley establece una pr! 

sunción juris tantun, de la existencia de contrato y relación de tra 

bajo entre el que presta un trabajo personal y el que lo recibe. 

Como puede notarse de las dispos iclones antes señaladas, la subordi­

nación es un elemento clave en la interpretación para determinar si 

existe la relación'de trabajo. La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha fijado esta interpretación en la jurisprudencia y en alg~ 

nas ejecutorias relacionadas, mismas que a continuación transcribi­

mos: 

Contrato de Trabajo. Presimción de su existencia (Jurispr!:_ 

dencia). La existencia del Contrato de Trabajo se presume 

entre el que presta un servicio personal y el que lo recibe, 

y a falta de estipulaciones expresas, la prestación de servi_ 

cios se entenderá regida por la Ley Federal del Trabajo y 

por las normas que le son supletorias ( 35). 

La sola circunstancia de que un profesional preste servicios 

a un patrón y reciba i.ma remuneración por ello, no entraña 

necesariamente que entre ambos exista una relación laboral, 

pues para que surja ese vinculo es necesaria la existencia 

de subordinación, que es el elemento que distingue al contr~ 

to laboral de otros contratos de prestación de servicios p~ 

fesionales, es decir que exista por parte del patrón un poder 

jurídico de mando correlativo a un deber de obediencia.por 

parte de quien ~resta el servicio, de acuerdo con el Artículo 
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134 Fracción III de la Ley Federal del Trabajo, que 

obliga a desempeñar el servicio bajo la dirección 

del patrón o d~ su representante a cuya autoridad 

estará subordinado el trabajador en todo lo concer 

niente al trabajo (58). 

Relación Laboral, Caso de Inexistencia de la, Tra­

tándose de Profesionistas. (Ejecutoria dictada en 

dos casos). 

La sola circunstancia de que un profesionista pre~ 

te servicios a una empresa y reciba una remuneración, 

no entraña necesariamente que entre ambos exista una 

relación laboral, pues para que surja ese vínculo con 

tractual, es necesaria la subordinación jurídica, "d:!_ 

recciOn y dependencia", que es lo que lo distingue de 

otro tipo de contratos. Consecuentemente, los profe­

sionistas que desarrollan una actividad, para la cual 

tienen un mandato de la empresa y que reciben honora­

rios y viáticos por cáda asunto que atienden no son 

trabajadores (59 ). 

Profesional en Materia Laboral (Ejecutoria). 

Un profesional por tal hecho no puede ser excluido de 

las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, pero 

tampoco puede ser incluido en todos los casos como be 

neficiario por dicha Ley, pues son las condiciones en 

las que se presta el servicio las que determinan si 

se trata de una relación de trabajo o de una simple 
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prestaci6n de servicios profesionales (60). 

Como definitivamente los prestantes de Servicio Social realizan un 

trabajo subordinado y aunque no siempre retribuido efectivamente, 

se cunplen los supuestos necesarios para considerar que existe una 

relac16n de trabajo. A mayor abundamiento, la interpretación debe 

sujetarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo, por lo que 

conviene recordar algunas reglas que en el la se establecen: 

El Artfculo 17 ordena la aplicación supletoria a la Constitucl6n, de 

la Ley Federal del Trabajo, sus Reglamentos y los Tratados, de las 

disposiciones que regulen casos semejantes, los principios genera· 

les que deriven de dichos ordenamientos, los prlnc;ipios generales 

de justicia social que derivan del Artículo 123 de la Constitución, 

la jurisprudencia, la costumbre y la equidad y agrega el Artículo 18, 

que en la interpretación de las normas de t.rabajo se tomarán en con­

sideración sus finalidades señaladas en los Artícu.los 2 y 3 de la -

Ley y en caso de duda, prevalecerá la interpretación más favorable 

al trabajador. 

El Artículo 2, señala que las normas de trabajo tienden a conseguí r 

el equi l lbrio y la justicia social en las relaciones entre trabaja-

. dores y patrones y el Artículo 3 entre otras cosas indica que el -

trabajo es un derecho y deber sociales, el cual debe efectuarse en 

condiciones que aseguren la vida, la salud y un nivel económico de 

coroso para el trabajador y su faml lla. 
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Aunque esto se establece en la ley reglanentaria del apartado A, del 

Artículo 123 Constitucional, todos los principios expuestos tanbién 

son aplicables al apartado B. De lo expuesto anteriormente, consi­

deramos que la ley no puede Interpretarse para mantener la sltua­

ci6n de Injusticia, en que los prestantes de Servicio Social cumplen 

con el requisito para poder obtener su título, pues sería tanto como 

legalizar la explotacl6n. 

Esta sltuaclc5n Incluso, hace que estudiantes que trabajan para man­

tener a su familia y que no pueden prestar su Servicio Social por 

carecer de medios propios, desistan de sus objetivos. Además en la 

actual ldad, los títulos profesionales ya no constituyen el efectivo 

medio de antes, para pro11Dver la movi l ldad social, pues los salarlos 

de los profesionistas no son diferentes grandemente de otros que· no 

requieren una larga preparación, lo que hace pensar que es más injlJ.!. 

to actualmente el Servicio Social en condiciones de falta de retrlbu 

cl6n y de ot~as prestaciones. 

En el artículo JO de la Ley Federal del Trabajo se establece la obl.!. 

gaclón del patrón de cubrir los gastos de transporte,al imentacl6n 

del trabajador y de su familia en su caso u otro concepto semejante 

como casa, seguridad y previsión social, cuando el trabajador tiene 

que laborar a más de 100 km. de su dorniel l lo porque se considera de 

justicia que el que resultar& beneficiado con el trabajo pague los 

gastos adicionales que por estas condiciones se les generan a los 

trabajadores. Este principio debía cur11>lirse para los prestantes 
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que son asignados a plazas fuera de su domici 1 io, pero la realidad 

es que se pretende que con $ 20,000.00 pesos al mes se mantenga el 

pasan te fuera de su domi ci 1 io, representando entonces, una carga a­

dicional para su familia. 

Para resolver Jos conflictos de prestantes e instituciones patroci­

nadoras sería conveniente establecer una autoridad única ante la -

cual se reclamaran Ja modificación de las condiciones de prestación 

del Servicio Social, tal conD pueden hacerlo Jos trabajadores cuan­

do el salario no es remunerador. 

Por lo expuesto, consideramos que los prestantes deben tener dere­

chos de trabajadores, Jos que no se les reconocen y por lo tanto se 

viola en su perjuicio el contenido del Artículo 123 Constitucional. 

Por otro lado, vale la pena señalar que la inconstitucionalidad del 

artículo 7 del Reglamento para la Prestación del Servicio· Social de 

los Estudiantes de las Instituciones de Educación Superior en la Re 

pública Mexicana, por negar la categoría de trabajador al prestador 

del Servicio Social, se desprende de estar en oposición con una no!. 

ma de mayor jerarquía como el Artículo 123 de la Constitución y por 

Invadir la competencia del Congreso de la Unión, según Ja fracción 

X del Artículo 73 Constitucional. 

Para concluir subrrayaremos que las condiciones en que prestan el 

Servicio Social los estudiantes chocan con el espíritu de las gara!!. 

tlas sociales del trabajo y por tanto resultan Inconstitucionales. 
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VI.- Violación a la Proporcionalidad y Equidad del Impuesto: 

La fracci6n IV del artículo 31 Constitucional establece como obliga-

ci6n de los mexicanos el contribuir para los gastos públicos, así de 

la Federacf6n, como del Estado y Municipio en que residan, de lama-

nera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 

Esta dlsposlci6n interpretada a contrario sensu, corresponderá a co!!_ 

siderar que no son obligatorios los impuestos que no sean proporcio-

nales y equitativos por resultar inconstitucionales. 

Ahora bien,· es un principio aceptado, que los impuestos no solo pue-

den cubrirse con dinero. Por ejemplo el articulo 2° del Código Fis-

cal de Ja Federación considera como impuestos las prestaciones en d.!_ 

nero o en especie que fija la ley con carácter general y obligatorio 

a cargo de personas físicas y morales, para cubrir Jos gastos públi-

cos. 

El estudio de Ja proporcionalidad y equidad de Jos impuestos se pre-

sentó por primera vez a fines del siglo pasado y correspondió a . 
Ignacio Vallarta emitir una sentencia, en la que analiza lo que debe 

entenderse por proporcionalidad y equidad. En esa ocasión se consi-

der6 un impuesto era proporcional y equitativo cuando se aplicara a 

todas aquellas personas que realicen actividades que queden compren-

didas dentro del objeto de Ja Ley (63). 
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El fiscalista Ernesto Flores Zavala, considera que debe1TK>s entender 

COl!P un solo concepto las palabras "proporcional y equitativa", da­

do que en su opinión el Constituyente de 1856 no era, al igual que 

el de 1917, ningún técnico en materia tribularia, por lo que debió 

de haberse inspirado en las ideas de Adam Smith. Este autor Inglés 

considera collP uno de los célebres principios de los impuestos, el 

que Jos ciudadanos de cualquier Estado deben contribuir al sosteni­

miento del Gobierno, en cuanto sea posible, en proporción a sus re~ 

pectlvas aptl tudes, es decir, en proporción a los ingresos que dis­

fruten bajo la protección estatal (61+). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado en su jurispru­

dencia, lo que debe entenderse COllP proporcionalidad y equidad de 

los impuestos en diversas resoluciones que transcribimos: 

.. 

Impuestos, Equidad y Proporcionalidad de +os (Jurisprudencia). 

Aunque la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte, en ej~ 

cutorias anteriores, establecía que la falta de proporcional! 

dad y equidad del impuesto no puede renediarse por medio del 

juicio de amparo, es conveniente modificar dicha jurisprude!!_ 

cia, estableciendo que sí está el Poder Judicial capacitado 

para revisar los decretos o pactos del Poder Legislativo, en 

cada caso especial, cuando aparezca que el impuesto es exor­

bitante o ruinoso, o que el Legislativo se haya excedido en 

sus facultades constitucionales. Aún cuando el artículo 31 

de la Constitución que establece los requisitos de proporci~ 

nalidad y equidad del impuesto,como derecho de todo contribu-
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yente, no est~ en el capítulo relativo a las garantías indi­

viduales, la lesión de este derecho sí es una violación de 

garantías, por lo que si se demanda ante el Poder Judicial 

el amparo contra una ley que establezca un impuesto exorbi­

tante o ruinoso, no. puede negal"Se la protección federal di­

ciendo que el Poder Judicial no es el capacitado para reme­

diar dicha violaci6n y que el remedio contra ella se encuen 

tra en el sufragio popular, pues en tal caso se haría nuga­

toria la fracción I del artículo 103 de la Constitución y '. 

la misma razón podría invocarse para negar todos los amparos 

que se enderezcan contra leyes o actos del Poder Legislati­

vo (66); 

Café, impuesto por compraventa de primera mano de, en bene­

ficio de los Municipios del Estado de Chiapas. Constitucio 

nalidad. (Jurisprudencia). El Decreto que establece un i!!!_ 

puesto de$ .04 por.compraventa de primera mano de cada ki­

logramo de café es constitucional, porque satisface los re­

quisitos que ordena el artículo 31 de la ConstituciéSn Fede­

ral, esto es, que los impuestos se establezcan a través de 

una ley, que sean proporcionales y equitativos, que se de~ 

tinen al pago de los gastos públicos. El impuesto fijado 

en el Decreto no es exorbitante ni ruinoso, ni el Poder L~ 

gislativo al establecerlo se excedió en atribuciones cons­

titucionales. Tampoco aparece que el impuesto de $ 0.4 so 

bre la compraventa de primera mano de cada kilogramo de 

.1 
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café sea desproporcionado e inequitativo, demostración que 

en todo caso correspondería a los quejosos (67). 

Vehículos propulsados por Motores Diesel y por motores a­

condicionados para uso de gas limado de petroleo, Consti­

tucionalidad de la Ley del Impuesto sobre (Jurisprudencia). 

El impuesto'sobre ••• cumple con los requisitos de propo!_ 

cionalidad y equidad exigidos por el invocado artículo 31, 

fracci6n IV, de la Constitución Política, ya que es equit~ 

tivo, en cuanto que se aplica en forma ~eneral a todos los 

que se encuentren en la misma situación tributaria o sea a 

todos los propietarios o arrendatarios de vehículos que ut.f_ 

licen combustible disel o gas ••• El gravamen de referencia 

es pro.E,orcional, supuesto que se cobra según la capacidad 

económica de los causantes, ya_ que conforme el artículo 3° 

del ordenamiento impugnado, se toma como base para el pago 

del impuesto el peso total del vehículo, ••• (68). 

Como puede notarse, de todas las ideas expuestas en relación a la 

proporcionalidad y equidad de los impuestos, estos requisitos son 

equivalentes a que se cobre el impuesto según la capacidad económl. 

ca de los causantes, para que no resulte exorbitante, y se debe 

aplicar a todos los que se encuentren en la misma situación tributa 

ria para que no se pierda la caracterrstlca de equidad. 

Cuando el Servicio Social se real iza en horarios de ocho horas, que 
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no dejan posibilidad al prestante para ocuparse en otras actividades 

que le proporcionen Ingresos, y el mencionado servicio, no tiene la 

cualidad de ser retribuido, se le está imponiendo al prestante una 

situación, que le resulta ruinosa, fuera de sus posibilidades econ6 

micas y por lo tanto inconstitucional. 
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VII.- Violaciones a las Garantías de Legalidad: 

El artículo 14 Constitucional establece que nadie podrá ser privado 

de sus derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales -

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esen 

ciales del procedimiento y confonne a las leyes expedidas con ante- . 

riorldad al hecho. 

El artículo 16 de la Norma Fundamental establece que nadie puede ser 

lll>lestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, 

sino en virtud de un mandamiento escrito de la autoridad competente, 

que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Estas disposiciones constituyen garantías· de Legal idad,que hacen po­

sible reclamar en juicio de Amparo la violaci6n de garantlas indivi­

duales cuando un derecho concedido en alguna ley no es respetado por 

la autoridad •. 

Asi, la falta del pago justo o de cualquier otra prestación concedi­

da por la Ley de Profesiones, la Ley Federal del Trabajo o su equiv_! 

lente, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

constituyen una lnconstituclonalidad. 

Como hemos señalado durante el desarrollo de este trabajo, es común 

. que el Servicio Social no sea retribuido y que otras prestaciones 

que se derivarían de la situación de trabajador tampoco son satisfe 
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chas, lo que nos hace pensar que de sobra se justificaría, probando 

estos hechos, que se cometen multiples violaciones a las garantías 

de Legalidad y por lo tanto se demostrará su inconstituclonalidad. 



CONCLUSIONES 

J.- Como se ha sostenido a lo largo de este trabajo, en la práctica 

del Servicio Social Universitario se real Izan violaciones a los 

derechos referentes a l,a falta de justa retribución, la ob l lgato­

rledad, la falta de gratuidad en la educación profesional y la C_! 

rencla de las prestaciones derivadas de la condición de trabaja,dor. 

Todas estas violaciones producen problemas de inconstitucionalldad 

en la práctica del Servicio Social. 

2.- El Servicio Social de los estudiantes de profesiones que requie­

ren tí tul. o para su ejercí el o, no se encuentra just i f 1 cado const 1-

tuciona Jmente y además existen violaciones a la competencia esta­

tal y a la autonomía universitaria que convendría regularizar, ~ 

di ante una reforma constitucional, si se desea que exista cohere~ 

cia entre la realidad y las normas jurídicas. 

3.- Es necesaria una legislación más explícita para que los derechos 

de los pasantes efectivamente se respeten, pues actualmente la sl 

tuación resulta incierta, para todos aquellos jovenes que prestan 

su servicio y a Jos cuales en el centro en que trabajan, se les -

niega cualquier derecho. 

Sería conveniente agregar en el Título Sexto de Ja Ley Federal -­

del Trabajo un capítulo que reglamente las condiciones mínimas, 

en que puede prestarse el Servicio Social y las obligaciones que 
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tendrán los pasantes. 

4.- En vista que no existen disposiciones claras que se~alen ante que 

autoridad se puede recurrir para hacer efectivas las prestaciones 

a que tengan derecho los prestantes, cuando la dependencia.º ins­

titución en que han prestado su servicio se niegue a cumplirlas, 

es conveniente señalar una autoridad Independiente única, en cada 

localidad, que tenga facultades para conseguir el pago correspon­

diente y ante la cual pueda tramitarse cualquier inconformidad de 

los prestantes o señalarse a estos alguna sanción por no real izar 

sus actividades conforme a sus obligaciones. 

5.- Señalar como obligación previa a la obtención del título, el Ser­

vicio Social de todas las profes.iones, resulta Injusto para los 

pasantes de algunas profesiones, pues en ellas es dificil conse­

guir una plaza para cumplir tal requisito, mientras que otros tle 

nen mayor demanda. 

Existen escuelas que exigen mayor trabajo a sus alurrnos mientras 

que otras apenas manejan el Servicio Social para que sus alurrnos 

no tengan problemas al obtener su tftulo. 

Estas y otras diferencias en la prestación del Servicio Social ha 

cen que no exista la equidad, la cual debe promoverse entre las 

Instituciones de educación superior para que uniformlcen objetivos 

a cumplir, durante el Servicio Social de sus alumnos. 
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